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León, Guanajuato, a 8 ocho de julio del año 2010 dos mil diez. . . . . . . . . .      

V I S T O S para resolver los autos del proceso administrativo, identificado con el expediente número 088/2010-JN, promovido por el ciudadano Antonio Ramírez Huerta; y,. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

C O N S I D E R A N D O :

SEGUNDO.- El proceso administrativo fue interpuesto oportunamente dentro de los 30 treinta días hábiles siguientes a la fecha en que se ostenta el actor sabedor de los actos inicialmente impugnados -modificación del valor fiscal de un inmueble de su propiedad y estado de cuenta-, el 11 once de febrero de 2010 dos mil diez, sin que de las constancias que integran la presente causa administrativa se desprenda lo contrario. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  

TERCERO.- La existencia de los actos impugnados, consistentes en la modificación del valor fiscal de un inmueble de su propiedad; el estado de cuenta; y, el avalúo número 10019139 (uno-cero-cero-uno-nueve-uno-tres-nueve), se encuentra debidamente acreditada en autos, con la impresión del mencionado estado de cuenta de fecha 11 once de febrero de 2010, dos mil diez; el recibo oficial RA 7475172 (siete-cuatro-siete-cinco-uno-siete-dos) de fecha 10 diez de febrero de 2009, dos mil nueve, que ampara la cantidad de $ 68,681.88 (Sesenta y ocho mil seiscientos ochenta y un pesos 88/100 Moneda Nacional); y, el documento que contiene el avalúo, (visibles en el presente expediente a fojas 8 ocho, 9 nueve y 22 veintidós), mismos que ofrecidos, los dos primeros por el actor, le fueron admitidos como pruebas de su intención; en tanto que el tercero, fue ofrecido y admitido como prueba a la demandada, documentales que merecen pleno valor probatorio; de conformidad con lo dispuesto en los artículos 57, 78, 81, 118, 121 y 124 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, pues el segundo y tercer documentos son públicos, por ser emitidos por servidores públicos en ejercicio de sus funciones, en tanto que el primero -estado de cuenta- no obstante de tratarse de una documental privada, se desprende que proviene del sistema de datos de la Dirección de Impuestos Inmobiliarios y Catastro de este municipio, el cual hace referencia a la cuenta predial y catastral del inmueble, así como su ubicación, valor y el monto del impuesto predial correspondiente; por lo que no puede restársele valor probatorio alguno; y de donde se puede establecer fehacientemente que el inmueble que se describe en dichos documentos “Campo Verde s/n (pro) ote. La Reserva” propiedad del actor si tuvo modificación en su valor fiscal, hecho que la autoridad demandada reconoce expresamente, al contestar la demanda y su ampliación, al decir que el 23 veintitrés de enero del año en curso, sí se realizó un nuevo avalúo a dicho inmueble. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

CUARTO.- Este Juzgador, en cumplimiento a lo establecido en la fracción I del artículo 299 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, procede a fijar clara y precisamente los puntos controvertidos en la presente causa administrativa. . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Tanto del escrito de demanda, de la ampliación de la misma, como de las constancias que integran el presente expediente, se desprende que con fecha 22 veintidós de enero de 2010, dos mil diez, el actor solicitó, al Director de Impuestos Inmobiliarios y Catastro -a través del formato de aclaración, ostensible a foja 21 veintiuno, folio 10019139 (uno-cero-cero-uno-nueve-uno-tres-nueve)-, verificación del importe del impuesto predial, autorizando a realizar una visita física a su propiedad ubicada en Campo Verde, colonia La Reserva, el día 23 veintitrés del mismo mes y año, la cual se realizó según se aprecia en el documento intitulado Reporte de Campo (evidente a foja 26 veintiséis). . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Posteriormente, con fecha 11 once de febrero del presente año, el actor obtuvo un estado de cuenta respecto del impuesto predial a pagar para el ejercicio fiscal 2010 dos mil diez, por el inmueble antes descrito, en donde se percató de la variación del valor del mismo, toda vez que de un valor de $13’777,435.65 (Trece millones setecientos setenta y siete mil cuatrocientos treinta y cinco pesos 65/100 moneda nacional) para el ejercicio fiscal 2009 dos mil nueve, para el ejercicio del 2010 dos mil diez, se le determinó un valor fiscal al inmueble de $30’651,356.56 (Treinta millones seiscientos cincuenta y un mil trescientos cincuenta y seis pesos 56/100 moneda nacional), sin que se le haya notificado avalúo alguno. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Así las cosas, al contestar la demanda, la autoridad municipal ofreció como prueba de su intención, entre otras cosas, el avalúo de fecha 23 veintitrés de enero del año en curso, en donde se contiene el nuevo valor fiscal asignado al inmueble -propiedad del actor- ubicado en Campo Verde, de la colonia (Pro.) Ote. La Reserva de esta ciudad; avalúo respecto del cual, al ampliar su demanda, el ciudadano Antonio Ramírez Huerta, manifiesta que tuvo conocimiento hasta que se le  notificó la contestación de la demanda, por lo que insiste en que no le fue notificado en los términos del artículo 176 de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato, por lo que lo considera ilegal, aunado al hecho de que estima que no se encuentra debidamente fundado y motivado; constituyendo tales aspectos los puntos controvertidos en la presente causa administrativa. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

QUINTO.- Por cuestión de orden público y, por ende de estudio preferente, sea que las partes las hagan valer o que de oficio se adviertan, se procede al análisis de las causales de improcedencia y sobreseimiento previstas en los artículos 261 y 262 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
En la presente causa administrativa, la demandada, al contestar la demanda, en relación a la modificación del valor fiscal, plantea que se actualiza la causal de improcedencia prevista en el artículo 261 fracción IV del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato; en virtud de que dice, que por una parte opera el consentimiento tácito porque con fecha 20 veinte de noviembre de 2009, dos mil nueve, se determinó por avalúo el valor fiscal del inmueble en $23’831,254.67 (Veintitrés millones ochocientos treinta y un mil doscientos cincuenta y cuatro pesos 67/100 Moneda Nacional) y que contra esa determinación y de los resultados del avalúo, con fecha 22 veintidós de enero del año en curso, el actor se inconformó y pidió la verificación del impuesto predial, por lo que en ese momento pudo impugnar tales actos, pero sólo se inconformó respecto a la verificación del impuesto predial; lo que se traduce al valor fiscal asignado. Por otra parte da a entender que se presenta un consentimiento expreso, porque con fecha 23 veintitrés de enero del 2010, dos mil diez, se realizó un nuevo avalúo y que en el levantamiento del mismo intervino el actor, levantándose al efecto reporte de campo, generándose un nuevo avalúo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

Causal de improcedencia que en relación a que opera el consentimiento tácito, no se actualiza; porque tal consentimiento sólo se da cuando no se promueve el proceso en el término de 30 treinta días a que se refiere el artículo 263 el Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato; y, en el caso que nos ocupa, no se desvirtúa la aseveración del actor que tuvo conocimiento de la modificación del valor fiscal del inmueble el día 11 once de febrero del año en curso, cuando solicitó un estado de cuenta a fin de realizar el pago del impuesto predial, ya que la verificación del importe del impuesto predial que el actor le solicitó a la demandada y que consta en el formato de aclaración de fecha 22 veintidós de enero del 2010, dos mil diez, a que se ha hecho referencia en supralíneas, no deriva de forma indudable que el actor haya tenido conocimiento de dicha modificación en fecha distinta a la que él indica, pues en dicho formato no se hace referencia alguna al avalúo que con fecha 20 veinte de noviembre de 2009, dos mil nueve, dice la demandada, se practicó al inmueble propiedad del justiciable; sin acreditar además que el mismo haya sido notificado, por lo que al tener como fecha el 11 once de febrero del presente año, como la que se ostenta sabedor el actor del acto que impugna, al promover el proceso el 5 cinco de marzo pasado, lo hace dentro del término de Ley, resultando por ello que no se actualice la causal de improcedencia que se hizo valer, en el aspecto analizado. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  

Ahora bien, en relación al consentimiento expreso, para quien resuelve no existe tal consentimiento; pues si bien es cierto que la demandada exhibió el reporte de campo de fecha 23 veintitrés de enero de este año, a que se hace referencia en el considerando Cuarto de esta sentencia, en el que se observa se hizo levantamiento y se precisan coordenadas y medidas del inmueble y donde consta, además, la intervención del ahora actor, pues plasmó su firma en dicho documento, cierto es también que no por ello está consintiendo el avalúo realizado en esa misma, pues de dicho reporte no deriva de forma alguna que se haya practicado y notificado al justiciable avalúo alguno, sin que la demandada haya aportado medio de prueba alguno que demuestre lo contrario, de ahí que se considere que no se actualiza la causal de improcedencia. . . . . . . . . . . . . . . . . . 

También hace valer la causal de improcedencia prevista en la fracción VI  del artículo 261 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, al referir que el estado de cuenta del impuesto predial no constituye un acto administrativo, ya que es meramente informativo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
Este juzgador estima que, haciendo a un lado el error de la demandada de señalar que se actualiza la hipótesis prevista en la fracción VI del ya antes citado artículo 261, que se refiere a actos inexistentes, siendo que el estado de cuenta si existe; para este Juzgador se actualiza la causal de improcedencia prevista en la fracción I del señalado artículo, pues como bien lo refiere la autoridad municipal, el estado de cuenta no es un acto administrativo sino un documento meramente informativo, por lo que no causa en sí mismo una afectación a derechos subjetivos del actor. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
En efecto, un estado de cuenta no constituye un acto administrativo que cause en sí mismo, una afectación al interés jurídico del impetrante del proceso, ya que por su propia naturaleza, se trata de un acto de carácter meramente informativo que no trae aparejada ejecución material y por ende, no vulnera derecho subjetivo alguno del actor, ya que sólo tiene como propósito facilitar el cumplimiento de las obligaciones fiscales a cargo del contribuyente, sin que pueda considerarse, para efectos del proceso administrativo, como un acto de aplicación de las normas que regulan y rigen dicho gravamen. . . . . . . . . . . . . . . . . 

Sustentan el razonamiento anterior, por analogía, el criterio que sostiene la Suprema Corte de Justicia de la Nación en la siguiente Jurisprudencia: . . . . . . . 

"PREDIAL. LAS PROPUESTAS DE DECLARACIÓN PARA EL PAGO DEL IMPUESTO RELATIVO EMITIDAS POR LA SECRETARÍA DE FINANZAS DEL GOBIERNO DEL DISTRITO FEDERAL, NO CONSTITUYEN RESOLUCIONES DEFINITIVAS DE CARÁCTER FISCAL IMPUGNABLES ANTE EL TRIBUNAL DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO DEL DISTRITO FEDERAL. Conforme al artículo 23, fracción III, de la Ley del Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Distrito Federal, las Salas del citado Tribunal son competentes para conocer de los juicios contra resoluciones definitivas, siempre y cuando se actualice alguno de los supuestos contenidos en el referido numeral para la procedencia de aquellos. Por otra parte, de los artículos 30, 149, 152 y 153 del Código Financiero del Distrito Federal vigente en 1996, así como de los numerales 37, 149, 152 y 153 del mismo ordenamiento vigente en 2004, se advierte que las propuestas de declaración para el pago del impuesto predial no representan el producto final de la manifestación de voluntad de la autoridad administrativa, pues sólo tienen como propósito facilitar el cumplimiento de las obligaciones fiscales a cargo de los contribuyentes, ya que existe la posibilidad de que paguen una cantidad mayor o, incluso, menor al monto propuesto en dicha declaración. En atención a lo expuesto, se concluye que las propuestas, por sí mismas, no constituyen una resolución definitiva que exprese la última voluntad de la autoridad y, por ende, resulta improcedente el juicio contencioso administrativo que se promueva en su contra ante el Tribunal de referencia, de conformidad con los artículos 23, fracción III, en relación con el 72, fracción XII, de la propia Ley, por lo que con apoyo en el artículo 73, fracción II, del citado ordenamiento, debe sobreseerse en el juicio administrativo." Jurisprudencia. Materia(s): Administrativa. Novena Época. Instancia: Segunda Sala. Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. XXIII, Febrero de 2006. Tesis: 2a./J. 9/2006. visible a página: 709. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
Conforme a lo anteriormente señalado, al no verse afectado el interés jurídico del actor con el estado de cuenta, con fundamento en lo dispuesto en el artículo 262 fracción II del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, es procedente decretar el Sobreseimiento del proceso, únicamente en cuanto al estado de cuenta antes referido. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
SEXTO.- En virtud de que no procedió causal de improcedencia planteada por la autoridad, en contra de la modificación del valor fiscal y del avalúo al inmueble propiedad del actor; y, de oficio, este Juzgador, no advierte la actualización de ninguna otra que impida el estudio del fondo del asunto, se procede al análisis de los conceptos de impugnación planteados únicamente, respecto de los actos impugnados que quedan subsistentes, como lo son la modificación del valor fiscal de un inmueble propiedad del actor y, el avalúo número 10019139 (uno-cero-cero-uno-nueve-uno-tres-nueve). . . . . . . . . . . . . . . . 

Una vez precisado lo anterior, quien resuelve se avocará al estudio de los conceptos de impugnación que considera trascendentales para el sentido de la presente sentencia, sin necesidad de transcribirlos sirviendo de apoyo, para ello, el criterio sostenido por la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la siguiente jurisprudencia: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. EL JUEZ NO ESTÁ OBLIGADO A TRANSCRIBIRLOS. El hecho de que el Juez Federal no transcriba en su fallo los conceptos de violación expresados en la demanda, no implica que haya infringido disposiciones de la Ley de Amparo, a la cual sujeta su actuación, pues no hay precepto alguno que establezca la obligación de llevar a cabo tal transcripción; además de que dicha omisión no deja en estado de indefensión al quejoso, dado que no se le priva de la oportunidad para recurrir la resolución y alegar lo que estime pertinente para demostrar, en su caso, la ilegalidad de la misma.” Segundo Tribunal Colegiado del Sexto Circuito. No. Registro: 196,477. Jurisprudencia, Materia(s): Común, Novena Época, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. VII, Abril de 1998, Tesis: VI.2o. J/129. Página: 599. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

Así las cosas, tanto en el primer concepto de impugnación contenido en el escrito inicial de demanda, como el que se enumera como cuarto del escrito de ampliación de demanda; en esencia dice el actor que, no le fue notificado el avalúo que incrementa el valor fiscal del inmueble de su propiedad -ubicado en Campo Verde sin número, colonia La Reserva de esta ciudad- de $ 13’777,435.65 (Trece millones setecientos setenta y siete mil cuatrocientos treinta y cinco pesos 65/100 Moneda Nacional) a $ 30’651,356.56 (Treinta millones seiscientos cincuenta y un mil trescientos cincuenta y seis pesos 56/100 moneda nacional); violándose en su perjuicio lo establecido por el artículo 176 de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato, agregando que tampoco se respetó su garantía de audiencia de 30 treinta días que establece dicho dispositivo legal, para hacer las aclaraciones que considere pertinentes. . .   
A lo anterior, la autoridad demandada, al contestar la demanda, respecto del primer concepto de impugnación, dice: (foja 17 diecisiete de este expediente): “PRIMERO.- El agravio vertido por el actor es inoperante, manifiesta contravención a lo establecido en el artículo…176 de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato, y … Hacemos referencia…el mismo actor participó en la realización del avalúo y si de lo que duele el actor es de la notificación del avalúo, no se le causa agravio, ya que al momento que se hace sabedor de los hechos, la notificación se convalida, y al momento que interpone el presente juicio, se le respeta su garantía de audiencia”. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Respecto al cuarto concepto de impugnación, al contestar la ampliación de demanda, señala (evidente en autos a fojas 42 cuarenta y dos y 43 cuarenta y tres): “CUARTO.- Dicho agravio es inoperante por deficiente,…el actor tenía conocimiento del avalúo que ahora pretende impugnar. Como…, dicho avalúo se generó con motivo de una inconformidad respecto de otro avalúo realizado en fecha 20 de noviembre de 2009, aunado…último movimiento 03 de febrero de 2010 y como valor fiscal $30, 651,356.56 valor que se determino en el avalúo de referencia, por lo que al momento de interponer la demanda el actor tenía conocimiento de dicho avalúo”, para concluir diciendo: “Por lo anterior, al momento que el actor tuvo conocimiento del acto o se hace sabedor del mismo, se convalida la notificación”. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
Esto en atención a lo que dispone el artículo 45 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato; en el sentido de que toda notificación irregular u omitida, se entenderá legalmente hecha a partir del día en que el interesado se ostente sabedor de su contenido o que haya ocurrido el acto en que obre constancia de que haya tenido conocimiento. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 


Analizados que son los actos impugnados, este Juzgador considera que son fundados los conceptos de impugnación en estudio; toda vez que efectivamente como lo hace valer el actor, no le fue notificado el avalúo mediante el cual se modificó el valor fiscal del inmueble de su propiedad ubicado en “Campo Verde s/n, (Pro) Ote., La Reserva” -avalúo que de acuerdo a lo aportado por la demandada, resulta ser el número 10019139 (uno-cero-cero-uno-nueve-uno-tres-nueve), realizado el 23 veintitrés de enero del año en curso, incumpliéndose con ello lo señalado en el párrafo segundo del artículo 176 de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato, que establece: . .  


“Artículo 176.- La práctica...”. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  


Los resultados del avalúo y la determinación del impuesto deberán notificarse al contribuyente, quien tendrá un plazo de treinta días para realizar las aclaraciones que considere pertinentes.”. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  

En efecto, de las constancias que integran la presente causa administrativa, en especial las documentales ofrecidas y admitidas como pruebas a la autoridad demandada no se desprende de forma fehaciente que se haya notificado al actor, el avalúo número 10019139 (uno-cero-cero-uno-nueve-uno-tres-nueve), realizado el 23 veintitrés de enero del 2010 y mucho menos la determinación del impuesto predial a pagar, mediante un resultado del avalúo; aunado al hecho de que de ninguna manera se demuestra que el actor haya participado en la realización del avalúo citado, ya que sólo está acreditado que intervino en un reporte de campo el que de ninguna forma puede ser equiparado a un avalúo; así como se advierte que la determinación del impuesto predial, en realidad no consta por escrito en documento alguno. . . . . . . . . . . . . . . 

Así las cosas, al resultar fundados los conceptos de impugnación en estudio por existir una omisión de un requisito formal exigido por la ley; y un vicio en el procedimiento que para la práctica de todo avalúo se establece en la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato, que sin duda, afecta la defensa del particular; al no notificársele el resultado del avalúo; con fundamento en el artículo 302, fracciones II y III, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, se declaran nulos los actos impugnados consistentes en la modificación del valor fiscal de un inmueble propiedad del actor con motivo del avalúo número 10019139 (uno-cero-cero-uno-nueve-uno-tres-nueve), practicado el 23 veintitrés de enero y fechado el 3 tres de febrero, ambos del 2010, dos mil diez, y del propio avalúo; por lo que en consecuencia procede decretar la nulidad total de los mismos, en los términos de la fracción II del artículo 300 del citado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
SÉPTIMO.- En virtud de que los conceptos de impugnación primero y cuarto resultaron fundados y son suficientes para decretar la nulidad total de los actos impugnados; resulta innecesario el estudio de los restantes aspectos esgrimidos por el actor, ya que ello no cambiaría, ni afectaría el sentido de esta resolución. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  
Vale de sustento a lo anterior, la tesis de jurisprudencia que a la letra señala: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

“CONCEPTOS DE VIOLACION. CUANDO SU ESTUDIO ES INNECESARIO. Si al considerarse fundado un concepto de violación ello trae como consecuencia la concesión del amparo, es innecesario analizar los restantes, ya que cualquiera que fuera el resultado de ese estudio, en nada variaría el sentido de la sentencia.” Segundo Tribunal Colegiado Del Quinto Circuito. No. Registro: 223,103. Jurisprudencia. Materia(s): Común. Octava Época. Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito. Fuente: Semanario Judicial de la Federación. I, Abril de 1991. Tesis: V.2o. J/7. Página: 86. Genealogía: Gaceta número 40, Abril de 1991, página 125. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Por lo anteriormente expuesto, y con fundamento además en lo dispuesto en los artículos 249, 261, fracción I; 262, fracción II; 287, 298, 299, 300, fracción II; y, 302, fracciones II y III, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, es de resolverse y se. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

R E S U E L V E :

SEGUNDO.- Se Sobresee el presente proceso administrativo, respecto del estado de cuenta de fecha 11 once de febrero del presente año; en base a los razonamientos expuestos en el Considerando Quinto de la presente resolución. . 

TERCERO.- Resultó procedente el proceso administrativo interpuesto en contra de la modificación del valor fiscal y del avalúo de un inmueble propiedad del actor. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
CUARTO.- Se decreta la Nulidad Total de la modificación del valor fiscal del inmueble propiedad del actor -ubicado en Campo Verde sin número, colonia La Reserva de esta ciudad-, con motivo del avalúo número 10019139 (uno-cero-cero-uno-nueve-uno-tres-nueve), practicado el 23 veintitrés de enero y fechado el 3 tres de febrero, del 2010, dos mil diez; así como la  Nulidad Total del avalúo citado; por las consideraciones lógicas y jurídicas expuestas en el Considerando Sexto de esta sentencia. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .   
Notifíquese a la autoridad demandada por oficio y a la parte actora personalmente. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 


En su oportunidad, archívese este expediente, como asunto totalmente concluido y dése de baja en el Libro de Registros que se lleva para tal efecto. . . . 
Así lo resolvió y firma el Licenciado Ernesto Alejandro Mora Álvarez, Juez Segundo Administrativo Municipal de León, Guanajuato, quien actúa asistido en forma legal con Secretaria de Estudio y Cuenta, la Licenciada María del Rocío Villanueva Sánchez, quien da fe. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

